
100 Actas resumidas de las sesiones del 35.° período de sesiones

tigantes de los países occidentales. A su juicio, la con-
ciliación es una solución más sencilla y, en general,
preferible al recurso a los tribunales. Además, los pro-
cedimientos de conciliación evitan las tensiones y el
resentimiento que se producen inevitablemente si se
demanda ante los tribunales a un Estado soberano ex-
tranjero. La mayoría de los casos comprendidos en el
proyecto de artículo 14 son accidentes de tránsito, que
habitualmente podrían resolverse rápidamente median-
te la cobertura del seguro. En otros casos, que son re-
lativamente raros, siempre merece la pena intentar los
procedimientos de conciliación, aun cuando requieran
mucho tiempo y paciencia y aunque a veces el amigable
componedor corra el riesgo de que lo critiquen ambas
partes.

54. El Sr. KOROMA dice que está un tanto desorien-
tado respecto de la conclusión que hay que deducir de
la interesante distinción hecha por Sir Ian Sinclair en-
tre jurisdicción y derecho aplicable. Como señaló en
sus observaciones anteriores (1768.a sesión), hay una
tendencia cada vez mayor a que los demandantes bus-
quen el derecho aplicable de un lugar distinto del de
la lex loci delicti commissi. Evidentemente, invocar un
derecho diferente supone una nueva jurisdicción, y di-
fícilmente puede esperarse que el tribunal de la nueva
jurisdicción aplique el anterior derecho que el deman-
dante ha descartado. En cuanto a la propuesta de que
el artículo 14 se centre en la indemnización por las
lesiones o los daños, se pregunta si el demandante no
tendrá que probar la responsabilidad penal del deman-
dado antes de demandarle para obtener una indemni-
zación. Sería de celebrar que se aclarase algo ese punto.

55. El Sr. USHAKOV dice que en la Unión Soviéti-
ca la ley de procedimiento civil prevé también el arre-
glo amistoso y que la mayoría de las demandas enta-
bladas contra los Estados se resuelven de esa forma.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas

1770.a SESIÓN

Lunes 30 de mayo de 1983, a las 15 horas

Presidente : Sr. Laurel B. FRANCIS

Miembros presentes : Sr. Al-Qaysi, Sr. Balanda, se-
ñor Calero Rodrigues, Sr. Díaz González, Sr. Evensen,
Sr. Flitan, Sr. Jacovides, Sr. lagota, Sr. Koroma, Sr. La-
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lambo, Sr. Reuter, Sr. Riphagen, Sir Ian Sinclair, se-
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Inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus
bienes (continuación) [A/CN.4/357 \ A/CN.4/363
y Add.l2, A/CN.4/3713, A/CN.4/L.352, secc. D, ILC
(XXXV)/Conf.Room Docl y 4]

[Tema 2 del programa]

PROYECTO DE ARTÍCULOS
PRESENTADO POR EL RELATOR ESPECIAL 4

(conclusión)

ARTÍCULO 14 (Lesiones a las personas y daños a los
bienes) y

ARTÍCULO 15 (Propiedad, posesión y uso de bienes)5

(conclusión)

1. El Sr. DÍAZ GONZALEZ dice que, a su juicio,
el proyecto de artículo 14 no tiene ninguna utilidad,
como demostró sobradamente el Sr. Flitan en la 1768.a

sesión. Los casos mencionados por el Relator Especial
en su quinto informe (A/CN.4/363 y Add.l) no bas-
tan para justificar la elaboración de un artículo que
formula una nueva excepción al principio de la inmu-
nidad jurisdiccional de los Estados y de sus bienes, a
riesgo de convertir la norma general en una norma
subsidiaria. Dado que existen las Convenciones de Vie-
na sobre relaciones diplomáticas y sobre relaciones con-
sulares, no hay por qué llenar un vacío jurídico. La
mayoría de los casos en que el Relator Especial basa
la excepción propuesta son casos de infracciones de
los reglamentos del tránsito por carretera. Ahora bien,
para estar autorizado a conducir un vehículo de mo-
tor, en la mayoría de los Estados es necesario hallarse
en posesión no sólo de un permiso de conducir, sino
también de una póliza de seguro contra terceros. Es
bien sabido que los numerosos casos de accidentes de
tránsito señalados a la atención de los ministerios se
resuelven generalmente mediante negociación y sin gra-
ces dificultades. Por tanto, es innecesario prever una
excepción al principio de la inmunidad jurisdiccional
en una esfera en la que apenas se plantean problemas
en la práctica, y debe suprimirse el artículo 14.

1 Reproducido en Anuario... 1982, vol. II (primera parte).
2 Reproducido en Anuario... 1983, vol. II (primera parte).
3 ídem.
4 Los textos de los proyectos de artículos examinados por

la Comisión en sus anteriores períodos de sesiones se repro-
ducen de la forma siguiente :

Parte I del proyecto : a) art. 1 revisado y comentario al
mismo aprobados provisionalmente por la Comisión : Anua-
rio... 1982, vol. II (segunda parte), pág. 107; b) art. 2 : ibid.,
pág. 103, nota 224; texto revisado (párr. 1, apartado a) : ibid.,
pág. 107; c) arts. 3, 4 y 5 : ibid., pág. 103, notas, 225, 226
y 227.

Parte II del proyecto : d) art. 6 y comentario al mismo
aprobados provisionalmente por la Comisión: Anuario... 1980,
vol. II (segunda parte), pág. 139; e) arts. 7, 8 y 9 y comen-
tarios a los mismos aprobados provisionalmente por la Comi-
sión : Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 108 y ss.;
/) art. 10 revisado : ibid., pág. 102, nota 218.

Parte III del proyecto : g) arts. 11 y 12 : ibid., notas 220
y 221; textos revisados : ibid., pág. 107, nota 237.

5 Para el texto, véase 1762.a sesión, párr. 1.
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2. No le presenta ningún inconveniente el artículo 15,
salvo tal vez en lo que concierne a la traducción al
español.

3. El Sr. JACOVIDES dice que su actitud con res-
pecto al tema que se examina no ha cambiado desde
el anterior período de sesiones de la Comisión6. Las
opiniones que expresó en esa ocasión valen también
para el actual debate de los artículos 14 y 15, respec-
to de los cuales la Comisión debería formular solucio-
nes prácticas y evitar las divergencias doctrinales de
opinión.

4. El Sr. MAHIOU dice que se abstendrá de discu-
tir los principios generales, ya que a veces son difíci-
les de conciliar. En su quinto informe (A/CN.4/363
y Add.l, párrs. 68 y 69) el Relator Especial habla de
una reciente tendencia a restringir la inmunidad de
los Estados. Ahora bien, en realidad se ha debatido
e impugnado ampliamente esa tendencia y podría des-
cribirse más exactamente como una de las diversas ten-
dencias existentes en algunas legislaciones y en algu-
nas prácticas judiciales.

5. Otros pasajes del informe tal vez podrían haberse
redactado en términos más precisos a fin de evitar in-
terpretaciones ambiguas. Dada la práctica judicial de
los Estados citada a propósito del artículo 14 (ibid.,
párrs. 81 y 82), hubiera sido preferible que no se afir-
mara de forma tan enfática (ibid., párr. 67) que « La
distinción entre jus imperii y jus gestionis [...] pare-
ce tener poca o ninguna importancia respecto de esta
excepción ». El Relator Especial rechaza esa distinción,
pero tal vez sería más apropiado tomar en consideración
el concepto de « acto de gobierno », concepto habitual
en la jurisprudencia de países tales como Francia y Ar-
gelia y que podría llevar a que el Estado se viera exento
de toda responsabilidad y protegido frente a la posibi-
lidad de ser demandado. El Relator Especial afirma tam-
bién (ibid., párr. 75) que :

No se pone en tela de juicio la soberanía o autoridad guber-
namental de un Estado extranjero cuando, como a cualquier
otra parte responsable, al Estado que tiene responsabilidad por
daños físicos a las personas o los bienes se le pide que venga
a ayudar o socorrer a la parte agraviada.

Esa declaración tal vez sea correcta en términos gene-
rales, pero hay que tener presentes las circunstancias
en las que se entabla una acción contra un Estado. El
procedimiento podría también tergiversarse y afectar
la soberanía y la autoridad del Estado.

6. El artículo 14 sólo puede mantenerse si se aclara
o redacta en otros términos. Más concretamente, debe
aclararse si el artículo se refiere exclusivamente a la
responsabilidad civil o si incluye la responsabilidad
penal. Análogamente, el orador duda de que sea apro-
piado referirse a las lesiones a las personas y los da-
ños a los bienes en una misma frase. Las numerosas
observaciones relativas a la última parte de la disposi-
ción, en la que se establece que el autor de la lesión
o el daño ha de estar presente en el territorio del Es-

tado del foro en el momento en que se produjo el acto
u omisión, revela también que la disposición requiere
una aclaración.

7. El inciso d del párrafo 1 del proyecto de artícu-
lo 15, se refiere a la reivindicación por un Estado de
un derecho sobre bienes ante el tribunal de otro Es-
tado y abarca los casos en que la reivindicación « no
es admitida ni está corroborada por pruebas prima fa-
cie ». Se plantea la cuestión de quién admitió o corro-
boró esos derechos o intereses, ya que los procedimien-
tos de admisión y corroboración desgraciadamente pue-
den suscitar problemas, por ejemplo en las cuestiones
relativas a la nacionalización. Si se exportan bienes
nacionalizados y posteriormente se plantea una reivin-
dicación relativa a la propiedad de esos bienes, se co-
rre el riesgo de socavar el principio mismo de la na-
cionalización. El informe no parece ofrecer ninguna
solución a ese aspecto del problema, y sin embargo en
las resoluciones de la Asamblea General y, en particu-
lar, en la Carta de Derechos y Deberes Económicos de
los Estados7, se encuentran normas sobre la cuestión.

8. Por último, según el Relator Especial (ibid., párra-
fo 112):

Si un Estado es propietario de bienes, o tiene otros derechos
de propiedad, y los bienes, sean muebles o inmuebles, están
situados en el territorio de otro Estado, la adquisición de tales
bienes es posible sólo en virtud de la aplicación del derecho
interno o derecho privado del Estado donde están ubicados
los bienes.

La referencia al derecho privado interno es incorrecta
para países tales como Argelia, en los que la inmensa
mayoría de los bienes inmuebles son propiedad del
Estado y su venta está regulada, al menos en parte,
por el derecho administrativo. Hay que encontrar una
solución a los problemas especiales planteados por los
sistemas jurídicos que trazan una distinción entre el
derecho interno privado y el derecho interno público.

9. El Sr. JAGOTA dice que el proyecto de artícu-
lo 14, relativo a las lesiones a las personas y los daños
a los bienes causados por una acción u omisión culpo-
sas que sean atribuibles a un Estado extranjero y por
los que ese Estado pueda ser demandado en determi-
nadas condiciones, lo mismo que el proyecto de artícu-
lo 13, tiene por objeto reflejar una nueva tendencia, y
plantea varios problemas prácticos. Es escasísima la
jurisprudencia en apoyo del artículo, el cual se ha jus-
tificado principalmente invocando el argumento emo-
cional de que no debe dejarse sin recurso a las vícti-
mas inocentes. Como señala el Relator Especial en su
informe (A/CN.4/363 y Add.l, párr. 75) : « El ser hu-
mano y misericordioso no es incompatible con la exis-
tencia o soberanía de un Estado. La humanidad tam-
bién merece la protección del derecho internacional. »
Más tarde, el Relator Especial llega a la conclusión
(ibid., párr. 99) de que está surgiendo una tendencia
a conceder una reparación a los particulares por lesio-
nes a las personas o daños a sus bienes, pero advierte
que no debería darse un alcance ilimitado a esa ten-

6 Anuario... 1982, vol. I, pág. 82, 1711.a sesión, párrs. 29
a 32.

7 Resolución 3281 (XXIX) de la Asamblea General, de 12 de
diciembre de 1974.
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dencia y que es necesario una norma internacional para
impedir que la legislación nacional determine el dere-
cho internacional.
10. Su actitud personal frente al artículo es la mis-
ma que frente al proyecto de artículo 13, principal-
mente porque estima esencial prever la posibilidad de
que pueda considerarse responsable a un Estado ex-
tranjero y pueda demandárselo ante los tribunales in-
ternos por acciones u omisiones que causen lesiones a
las personas o daños a los bienes. Los casos previstos
en el proyecto de artículo 14 generalmente se refieren
a accidentes de tránsito causados por vehículos con-
ducidos por miembros de misiones diplomáticas, con-
sulares o especiales. Por experiencia personal, el ora-
dor sabe que los ministerios de relaciones exteriores
son reacios a dejar a los tribunales las cuestiones de
responsabilidad en esos asuntos y prefieren resolverlos
por la vía diplomática, animados del deseo de asegu-
rar unas relaciones internacionales amistosas. Así pues,
las lesiones a las personas y los daños resultantes de
accidentes de tránsito en los que intervengan vehícu-
los propiedad de un Estado extranjero están cubiertos
por el seguro obligatorio. En su propio país, incluso
los riesgos de lesiones o daños causados por miembros
de familias de diplomáticos extranjeros requieren la
cobertura del seguro, y los casos se resuelven por la
vía diplomática. Análogamente, los acuerdos entre el
Gobierno de la India y las organizaciones internacio-
nales relativos, por ejemplo, a la organización de con-
ferencias internacionales en la India contienen siempre
disposiciones sobre la indemnización por lesiones a las
personas o daños a los bienes.

11. Por tanto, como puede verse, en general la prác-
tica de la India no coincide con la disposición esta-
blecida en el proyecto de artículo 14. Ahora bien, como
dijo el orador (1764.a sesión) durante el debate del
proyecto de artículo 13, la India está aprendiendo por
la experiencia y, al permitir que se demande a los or-
ganismos y Estados extranjeros con arreglo al artícu-
lo 86 del Código de Procedimiento Civil8, ha comen-
zado a tratar a los organismos y Estados extranjeros
en su territorio de la misma manera que se trata a
sus organismos en los territorios de tales Estados.

12. Si el proyecto fija una norma internacional para
las demandas entabladas contra Estados extranjeros o
para la adopción por la India de una nueva ley sobre
la inmunidad del Estado, la nueva tendencia mencio-
nada por el Relator Especial constituirá un anteceden-
te útil. En consecuencia, está dispuesto a apoyar el ul-
terior examen del proyecto de artículo 14, a condición
de que la excepción sea restrictiva y se ajuste a las li-
mitaciones descritas en el quinto informe. Así pues, el
artículo debería aplicarse exclusivamente a los hechos
del Estado y excluir los actos de las misiones diplomá-
ticas, consulares y especiales. Además, debería también
dejarse en claro que el artículo se aplica exclusiva-
mente a los cuasidelitos que dan lugar a responsabili-
dad extracontractual, pero no a los actos que entra-

ñen responsabilidad criminal, y solamente a los daños
a los bienes corporales, según se indica en el informe
(A/CN.4/363 y Add.l, párr. 100).

13. La expresión « Salvo pacto en contrario », que fi-
gura al comienzo del artículo, debería mantenerse, con
objeto de reflejar la práctica de los Estados, quienes
pueden concluir acuerdos específicos que contengan
cláusulas de indemnización. Debería insertarse la pa-
labra « cuasidelictivos » después de la palabra « omi-
sión » para indicar que en la disposición no está in-
cluida la responsabilidad criminal, y la totalidad de la
frase así enmendada —« si el acto o la omisión cuasi-
delictivos que ocasionaron las lesiones o los daños en
el Estado del foro ocurrió en ese territorio »— podría
ir seguida de las palabras « o produjo su efecto direc-
to en ese territorio », con objeto de tener en cuenta
la posibilidad de que un acto se inicie fuera del terri-
torio del Estado del foro pero cause las lesiones o los
daños en ese Estado. Las palabras « y el autor de la
lesión o el daño estuvo presente allí en el momento
del acaecimiento » deberían suprimirse simplemente.

14. A diferencia de los proyectos de artículo 13 y 14,
el proyecto de artículo 15 se basa en datos de la prác-
tica de los Estados. El Relator Especial llegó a la con-
clusión (ibid., párr. 140) de que, en materia de propie-
dad, posesión y uso de los bienes, hay una excepción
a la inmunidad de los Estados establecida por la legis-
lación nacional, la jurisprudencia, las convenciones in-
ternacionales y la opinión internacional. El proyecto
de artículo 15, cuyo texto se basa en la ley del Reino
Unido State Immunity Act 19789, la ley de los Esta-
dos Unidos de América Foreign Sovereign Immunities
Act of 197610 y en la Convención europea sobre inmu-
nidad de los Estados, de 1972 u , trata de la cuestión
de la soberanía del Estado en el que se hallan los bie-
nes muebles o inmuebles de un Estado extranjero. Todo
Estado extranjero que adquiera bienes en el Estado
del foro está regido por la ley del Estado del foro,
está sujeto a la jurisdicción de ese Estado y no puede
invocar la inmunidad en las cuestiones relativas a esos
bienes. De lo contrario se aplicaría la extraterritoriali-
dad y, como ha señalado el Relator Especial, la extra-
territorialidad es contraria a la práctica de los Estados
y al principio de la igualdad soberana de los Estados.

15. No obstante, sería ir demasiado lejos decir que
el artículo 15 refleja la práctica tradicional de los Es-
tados, según la cual un Estado extranjero que adquie-
ra bienes o cualquier derecho de propiedad en el Es-
tado del foro lo hace de conformidad con la ley de
ese Estado, y que no hay extraterritorialidad respecto
de los bienes del Estado extranjero. Por otra parte, no
hay práctica establecida según la cual los tribunales
del Estado del foro tengan siempre jurisdicción para
aplicar el derecho interno a la propiedad y el uso de
los bienes de un Estado extranjero. La evolución en
ese sentido se ha producido sólo desde 1976. Por tan-
to, las conclusiones del Relator Especial (ibid., párra-

8 India, Ministry of Law, Justice and Company Affairs, The
Code of Civil Procedure, 1908 (As modified up to the 1st
May 1977), págs. 32 y 33.

9 Véase 1762.a sesión, nota 11.
10 Ibid., nota 17.
11 Ibid., nota 7.
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fo 105) aportan ciertas pruebas de que existe una nue-
va tendencia, pero sus conclusiones son demasiado ca-
tegóricas (ibid., párr. 111).

16. Con anterioridad a 1976, la práctica de la India
en los procedimientos relativos a la propiedad o el uso
de los bienes fue ponerse en contacto con el ministe-
rio de relaciones exteriores del Estado en que se halla-
ran situados los bienes. Luego ese ministerio expedía
un certificado de inmunidad en el que reconocía la
propiedad y se indicaba que los bienes pertenecían a
la India. Ese certificado se presentaba a los tribunales
internos como prueba concluyente del estatuto de esa
propiedad. Ahora bien, desde 1976 los Estados Uni-
dos ya no expiden certificados de ese tipo y también
se han suspendido en otros países que han adoptado
una legislación similar a la Foreign Sovereign Immu-
nities Act de los Estados Unidos. La tendencia actual,
según se indica en el informe (ibid., párr. 105) es que
el Estado extranjero comparezca ante los tribunales del
Estado del foro a fin de demostrar su propiedad o in-
terés sobre los bienes. Si la prueba aportada satisface
a los tribunales, el Estado extranjero podrá invocar la
inmunidad, y le será concedida.

17. La India ha tardado en aceptar ese procedimien-
to y en algunos casos se ha negado a comparecer ante
los tribunales del Estado del foro correspondiente. No
obstante, en los últimos cinco años el Gobierno de la
India se ha visto obligado a comparecer ante los tri-
bunales de otros Estados a fin de demostrar su pro-
piedad o interés sobre los bienes y a invocar la inmu-
nidad. También ha tenido que invocar el artículo 86
del Código indio de Procedimiento Civil para permitir
que el mismo tipo de demandas relativas a los dere-
chos de propiedad se entablen contra misiones diplo-
máticas de Estados extranjeros, y lo ha hecho dando
su consentimiento por razones de reciprocidad. Aún
no hay ninguna ley que regule la jurisdicción de los
tribunales internos indios sobre los bienes de Estados
extranjeros situados en la India.

18. Dado que su país conoce muy bien la tendencia
que está surgiendo en el derecho internacional desde
1976, el orador puede decir que el proyecto de artícu-
lo 15 refleja esa tendencia, pero no refleja la práctica
tradicional de los Estados. El orador puede aceptar el
fondo del párrafo 1, particularmente dado que las pa-
labras « Salvo pacto en contrario » hacen que el pro-
yecto de artículo 15 sea una norma subsidiaria. El
apartado d del párrafo 1 podría examinarse con más
detenimiento para ver si la excepción que establece
tiene en cuenta la preocupación del Sr. Mahiou rela-
tiva a la nacionalización de los bienes. También de-
bería continuarse el examen del párrafo 2 a fin de
dejar en claro exactamente lo que ha de excluirse del
ámbito del artículo 15 en las cuestiones relativas a
« la inviolabilidad de los locales de misiones diplomá-
ticas o especiales o locales consulares ».

19. El Sr. USHAKOV subraya que los artículos 14
y 15 se refieren a las actividades lícitas de los Estados.
En el caso de que un Estado pusiera una bomba de
relojería en el territorio de otro Estado compromete-
ría su responsabilidad en virtud del derecho interna-

cional y no plantearía ninguna cuestión relativa a la
jurisdicción de los tribunales del otro Estado.

20. Sir Ian SINCLAIR, refiriéndose a los comenta-
rios del Sr. Jagota, dice que ya desde mucho antes de
1976 la práctica del Reino Unido era pedir a los Es-
tados extranjeros que proporcionasen pruebas prima fa-
cie sobre su título o su interés de los bienes. En el
asunto Juan Ysmael & Co. Inc. c. Gobierno de la Re-
pública de Indonesia (1954)12, se dictó un mandamien-
to in rem contra un buque fletado por el Gobierno de
Indonesia y utilizado para el transporte de tropas a
solicitud de la compañía apelante, que alegó ser pro-
pietaria del buque. El Gobierno de Indonesia hizo va-
ler la inmunidad por la razón de que el mandamiento
se refería a un Estado soberano extranjero y que el Go-
bierno o bien era el propietario del buque o estaba en
posesión del mismo o tenía el control del buque o es-
taba autorizado a controlarlo. En un fallo importante,
Lord Jovitt afirmó que :

[...] un gobierno extranjero que alega que sus intereses en
unos bienes se verán afectados por el fallo dictado en un
procedimiento en el que no es parte, no está obligado a de-
mostrar su título en los intereses reclamados como condición
para obtener la inmunidad, pero para satisfacer al tribunal
debe presentar pruebas de que su reclamación no es simple-
mente ilusoria ni se basa en un título manifiestamente infun-
dado [...] 13.

21. Por ello, en la práctica del Reino Unido en rea-
lidad no se exige a un Estado extranjero que presente
pruebas de su título de propiedad antes de que pueda
obtener la inmunidad como consecuencia de su inter-
vención en un caso contra una tercera parte, a fin de
hacer valer su reclamación o interés en la materia del
procedimiento. Sin embargo, el Estado extranjero, para
satisfacer a un tribunal, sí que tiene que presentar
pruebas prima facie de que su reclamación o interés
no son manifiestamente infundados.

22. El Sr. JAGOTA indica que lo que quiso desta-
car era que, con anterioridad a 1976, el Gobierno de
su país no tenía que comparecer ante los tribunales
de otros Estados en cuestiones relacionadas con los
bienes indios situados en aquellos Estados, a menos
que tales bienes ya hubieran sido embargados o se-
cuestrados. Nunca se presentó un caso así, pero en
1953 se planteó ante un tribunal indio local un caso
relativo al embargo de la carga de un buque indonesio.
El problema era si Indonesia debía mostrar su título
a la carga a satisfacción del tribunal local o si la cues-
tión debía remitirse al Ministerio de Relaciones Exte-
riores indio para que emitiera una decisión sobre la
cuestión de la inmunidad. El Ministerio intervino y al
fin la causa fue sobreseída.

23. En varios otros casos de la India relativos a Es-
tados extranjeros, el Tribunal Supremo ha decidido que
antes de entablarse procedimientos contra esos Estados
extranjeros, ha de obtenerse el consentimiento previo

12 Reino Unido, The Law Reports, House of Lords and
Judicial Committee of the Privy Council, 1955, pág. 72.

« Ibid., págs. 89 y 90.
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del Gobierno de la India en virtud del artículo 86 del
Código de Procedimiento Civil. Al no obtenerse tal
consentimiento los procedimientos se han sobreseído.

24. Algunos de los casos de los que se ocupó el se-
ñor Jagota personalmente en el Reino Unido y los Es-
tados Unidos entrañaban la cuestión de si la India
debía comparecer ante los tribunales locales para de-
mostrar su título a los bienes y solicitar la inmunidad
o si debía pedir al Ministerio de Relaciones Exterio-
res que interviniese para proteger la inmunidad de la
India ante los tribunales locales. En todos los casos
anteriores a 1976, los ministerios de relaciones exterio-
res interesados intervinieron en los procedimientos. Así
pues, la norma general ha sido que el Estado extran-
jero no tiene que comparecer ante los tribunales loca-
les para demostrar su título a los bienes y reclamar la
inmunidad y que la inmunidad puede solicitarse a tra-
vés del Ministerio de Relaciones Exteriores.

25. El Sr. McCAFFREY indica que generalmente es
cierto que un Estado extranjero que posee bienes si-
tuados en los Estados Unidos puede comparecer ante
un tribunal sólo para demostrar prima facie su interés
en esos bienes, evidentemente dependiendo de la fina-
lidad a que se destinen esos bienes.

26. Antes de aprobarse la Foreign Sovereign Immu-
nities Act, en 1976, podían embargarse los bienes de
un Estado extranjero para dar una base jurídica al
ejercicio de la competencia incluso cuando la reclama-
ción no se refería a esos bienes. Sin embargo, desde
1978, el Tribunal Supremo de los Estados Unidos ha
suprimido tal poder, a menos que el litigio trate direc-
tamente del derecho a esos bienes; es más, ese proce-
dimiento no se ha incluido en la ley relativa a las in-
munidades soberanas extranjeras.

27. No obstante, en el apartado d del párrafo 1 del
artículo 15 se plantea una cuestión totalmente diferen-
te y el orador no cree que constituya ningún obstáculo
para el ejercicio de la jurisdicción por los tribunales
de su país. Si un Estado extranjero no tiene intereses
en los bienes, es evidente que se puede demostrar com-
pareciendo una sola vez ante el tribunal. Por otra par-
te, cuando un Estado extranjero demuestra prima facie
su interés en los bienes no hay duda de que queda
implicado en el litigio si la finalidad del caso es adju-
dicar los derechos y los intereses de las partes intere-
sadas. En consecuencia, es necesario centrar la aten-
ción en los fines para los que se utilizan los bienes,
porque si se determinan los derechos e intereses de
las partes, incluso los de un Estado extranjero, esos
bienes e intereses pueden después adjudicarse al Es-
tado extranjero.

28. Sir Ian SINCLAIR indica que quizá el Sr. Jago-
ta tenga razón en lo que se refiere a la práctica de los
Estados Unidos, pero en el Reino Unido no se ha dado
nunca el caso de que el Ministerio de Relaciones Ex-
teriores haya reclamado la inmunidad ante un tribunal.
El Ministerio simplemente está dispuesto a certificar
ciertos hechos que sean especialmente de su conoci-
miento, pero cualquier certificado que facilite a un tri-
bunal se limitará a esos hechos y de ningún modo su-
gerirá que se conceda la inmunidad.

29. En los procedimientos entre dos particulares en
los que desee intervenir un Estado extranjero para ha-
cer valer su título o sus intereses sobre los bienes, el
Estado extranjero tiene que « comparecer condicional-
mente » para tales efectos.

30. En el asunto Juan Ysmael, se procedió de forma
diferente porque el tribunal sostuvo que no podía ba-
sarse en la pretensión del Estado extranjero de que
tenía un título o intereses sobre los bienes en cuestión.
El tribunal tenía que convencerse de que esa reclama-
ción no era ilusoria ni manifiestamente infundada. Ello
no significaba que el Estado extranjero tuviera que pro-
bar su título a los bienes. Simplemente tenía que de-
mostrar prima facie que tenía un interés legal suficiente
en los bienes para justificar su reivindicación de inmu-
nidad.

31. El Sr. SUCHARITKUL (Relator Especial) señala
que, como era de esperar, su informe ha provocado
varias opiniones divergentes, unas a favor y otras en
contra. Se han formulado muchas preguntas válidas,
se han expresado muchas dudas y reafirmado muchos
problemas básicos. El Sr. Flitan (1768.a sesión) y el
Sr. Koroma (1766.a sesión) se han referido al rigor in-
telectual de que ha dado prueba en su informe, pero
los miembros de la Comisión han demostrado poseer
esa misma cualidad en sus comentarios.

32. El Sr. Ushakov ha expresado dudas (1767.a se-
sión) acerca de si realmente se justifica la inclusión
del proyecto de artículo 14, habida cuenta de que se
aplicaría a tan pocos casos. Por su parte, él está de
acuerdo con el Sr. Ushakov, Sir Ian Sinclair (ibid.),
el Sr. Razafindralambo (1769.a sesión) y otros miem-
bros de la Comisión en que los casos de procedimien-
tos relativos a embajadores, ministros de relaciones ex-
teriores, cónsules, enviados especiales, delegados ante
organizaciones internacionales o miembros de las fuer-
zas armadas que tengan como consecuencia lesiones a
particulares o daños a bienes deberían regirse por la
legislación existente y en consecuencia excluirse del al-
cance del artículo, al igual que las cuestiones que im-
pliquen actos criminales o una acción penal.

33. El Sr. Ni ha expresado su preocupación (1768.a

sesión) de que las disposiciones del artículo 14 pueden
abrir las compuertas a una avalancha de litigios. Es
cierto que la Comisión no debe dar la impresión de
fomentar los litigios o procesos maliciosos con prefe-
rencia al arreglo de controversias por medios pacíficos.
A ese respecto, el Sr. Koroma (ibid.) y el Sr. Calero
Rodrigues (ibid.) se han referido a la alternativa de la
negociación por vía diplomática. No obstante, la fina-
lidad del artículo es regular los litigios más que pro-
vocar una avalancha de litigios.

34. Sir Ian Sinclair ha señalado (1767.a sesión) que
en los casos de daños a personas o bienes particulares
en un Estado como resultado de actos de otro Estado,
la práctica es tratar de lograr un arreglo amistoso o,
si ello no es posible, agotar los recursos internos exis-
tentes. Tales casos tienen poco que ver con el Minis-
terio de Relaciones Exteriores del Estado huésped. El
Gobierno de los Estados Unidos ha adquirido una ex-
periencia útil a ese respecto. Desde 1952 a 1976, el
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Departamento de Estado de los Estados Unidos ha ac-
tuado no sólo como ministerio de relaciones exteriores,
sino también como tribunal, ya que todos los casos
referentes a inmunidades de los Estados tuvieron que
discutirse en ese Departamento. Durante ese período
entendió de más de 100 de esos casos y por último
decidió que correspondía a las autoridades judiciales
dilucidar las cuestiones relativas a la determinación de
la inmunidad de los Estados. En países como Tailan-
dia, el Japón, el Iraq, la India y la China, que han
padecido la jurisdicción extraterritorial, se han hecho
esfuerzos para afirmar la independencia del poder ju-
dicial local. A este respecto, el Sr. Thiam ha señala-
do con razón que la inmunidad jurisdiccional es, en el
mejor de los casos, una excepción a la norma general
de la soberanía territorial.

35. Si bien está de acuerdo con el Sr. Calero Rodri-
gues (1768.a sesión) en que el argumento en favor de
invocar a la justicia puede ser débil porque se aplica
a todos los casos que implican inmunidades jurisdic-
cionales, no obstante existe esa tendencia. En virtud
de la Convención sobre prerrogativas e inmunidades
de las Naciones Unidas M y la Convención sobre pre-
rrogativas e inmunidades de los organismos especiali-
zados 15, el Secretario General de las Naciones Unidas
y los jefes ejecutivos de los organismos especializados
tienen que renunciar a las inmunidades cuando la pre-
tensión a la inmunidad vaya en detrimento de la justi-
cia. Tampoco encuentra totalmente adecuado el argu-
mento en favor de la negociación esgrimido por el se-
ñor Calero Rodrigues, el Sr. Koroma y el Sr. Ni, ya
que el Estado territorial no siempre acude en auxilio
de los particulares lesionados, en especial cuando se
dispone de otros recursos jurídicos válidos. El proyec-
to de artículo 14 no desalentará en modo alguno las
negociaciones por vía diplomática; más bien las faci-
litará.

36. Se ha argumentado también que sería prematuro
incorporar el artículo 14 en el proyecto porque aún
no han cristalizado las opiniones de autores sobre la
materia. Sin embargo, en su período de sesiones cele-
brado en Hamburgo, el Instituto de Derecho Interna-
cional adoptó, el 11 de septiembre de 1981, un pro-
yecto de reglamento internacional sobre la competencia
de los tribunales en los procesos contra los Estados,
soberanos o jefes de Estado extranjeros (Project de rè-
glement international sur la compétence des tribunaux
dans les procès contre les Etats, souverains ou chefs
d'Etat étrangers), en cuyo artículo 4, párrafo 6, se es-
tipulaba que los únicos procedimientos admisibles con-
tra un Estado extranjero eran aquellos relativos a los
daños y perjuicios resultantes de un delito o cuaside-
lito cometido en el Estado del foro16. El proyecto de
artículo 14 no propone nada nuevo, pues cien años
antes ya había surgido una tendencia que, en todo caso,
más tarde quedó reforzada por convenciones interna-
cionales y las leyes nacionales. Otra prueba de esa

tendencia se encuentra en una carta, de fecha 3 de
julio de 1979, dirigida al Asesor Jurídico de las Na-
ciones Unidas por el Asesor Jurídico del Ministerio de
Asuntos Exteriores y del Commonwealth del Reino Uni-
do, en la que se afirmaba que el proyecto de ley rela-
tivo a la inmunidad de los Estados, según se presen-
taba al Parlamento, se había distribuido a todas las
misiones diplomáticas de Londres y que ninguno de
los Estados a los que se había remitido ese proyecto
había formulado críticas en cuanto al fondo ".

37. Aunque está de acuerdo con el Sr. Ushakov en
que el proyecto de artículo no debe tratar de cuestio-
nes que podrían excluirse, no obstante cabe recordar
que los instrumentos internacionales existentes no tra-
tan de todas las esferas de actividad en las que puede
surgir la cuestión de la inmunidad jurisdiccional de
los Estados ni tampoco se aplican a todos los países.
En consecuencia, es evidente la necesidad de que se
establezcan nuevas reglas. En todo caso, al afirmarse
« salvo pacto en contrario », se tiene en cuenta la exis-
tencia de otros instrumentos internacionales. No obs-
tante, está dispuesto a aceptar la inclusión de una dis-
posición más general en el proyecto de artículo 11.

38. El Sr. McCaffrey se ha preguntado si la Foreign
Sovereign Immunities Act of 1976 permite o prohibe
la jurisdicción por los tribunales, como en el reciente
asunto Sedeo, Inc. (Petróleos Mexicanos) (1982)18. Es
ése un punto discutible.

39. Sir Ian Sinclair (1767.a sesión) y el Sr. Mahiou
han expresado dudas acerca de si debe establecerse una
distinción entre acta jure imperii y acta jure gestionis.
A este respecto, el orador está de acuerdo con la su-
gerencia de Sir Ian Sinclair de que quizá la distinción
no debe expresarse en términos tan categóricos que in-
duzcan a confusión a personas menos familiarizadas con
el problema que la Comisión.

40. Con referencia a las observaciones del Sr. Usha-
kov (ibid.), el orador está dispuesto a aceptar que la
práctica soviética consiste en proteger las inmunidades,
aunque hasta ahora no parece que haya constancia de
ninguna decisión judicial en este sentido.

41. El problema está en encontrar una forma de am-
pliar el alcance del proyecto de artículo 14, siempre
que siga siendo una regla supletoria. Como ha pro-
puesto el Sr. Jagota, podría añadirse un segundo pá-
rrafo para darle un mayor equilibrio, ya que las dis-
posiciones del proyecto de artículo no se aplicarían en
caso de hostilidades. Por todo ello, la cuestión de las
hostilidades militares en cierto modo está fuera del
ámbito del tema.

42. El Relator Especial está dispuesto a aceptar la
propuesta de Sir Ian Sinclair (ibid., párr. 33) relativa
a la compensación, excluyendo toda referencia a cues-
tiones penales. Sobre la cuestión de las inmunidades

14 Resolución 22 (I) A de la Asamblea General, anexo.
15 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 33, pág. 329.
16 Véase 1762.a sesión, nota 9.

17 Véase Naciones Unidas, Documentation concernant les im-
munités juridictionnelles..., pág. 97.

18 Estados Unidos de América, Federal Supplement, 1982,
vol. 543, pág. 561.
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diplomáticas, de la que también se trata en el proyec-
to de artículo 15, es cierto que todas las cuestiones
relativas a accidentes con buques de guerra deberían
tratarse más tarde en el proyecto de artículo 19. Si
bien la India y los Estados Unidos tienen una legisla-
ción eficaz sobre seguros obligatorios, no es tal el caso
en Tailandia. En una ocasión, el Vicepresidente del
Judge Advocate's Court estuvo implicado en un acci-
dente de circulación con un funcionario de una orga-
nización internacional. El Departamento de Protocolo
informó al tribunal que examinaba el caso que ese fun-
cionario figuraba en la lista de personas que gozaban
de inmunidad jurisdiccional de los tribunales y el caso
fue sobreseído. Pero posteriormente el Ministerio de
Relaciones Exteriores informó al tribunal que el fun-
cionario en cuestión sólo gozaba de inmunidad juris-
diccional ratione materiae. A ese respecto, el orador
está de acuerdo con el Sr. Ushakov (1767.a sesión) en
que las inmunidades diplomáticas, consulares y de otra
índole son inmunidades del Estado más que inmuni-
dades personales. Sin embargo, también comparte la
opinión del Sr. Lacleta Muñoz (1769.a sesión) de que
la cuestión va todavía más lejos.

43. El Sr. McCaffrey ha planteado la cuestión (ibid.)
de si las inmunidades diplomáticas son más amplias que
las inmunidades del Estado. En el artículo 31 de la
Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas se
estipula que los embajadores gozan de inmunidades ra-
tione materiae y ratione personae, con lo que, al pare-
cer, quedan cubiertas esferas de actividad más amplias
que la inmunidad de los Estados. Sin embargo, para
un budista es evidente que la inmunidad de que gozan
los agentes diplomáticos ratione personae sólo es tem-
poral y cesa a la extinción de su mandato. El artícu-
lo 39 de la Convención de Viena de 1961 es explícito
a este respecto. Un diplomático goza de inmunidad
eundo, morando et redeundo, pero no más allá. El Es-
tado acreditante puede en todo momento renunciar a la
inmunidad de que gozan sus diplomáticos, pero éstos
no pueden renunciar a su inmunidad ratione materiae
o ratione personae sin la autorización del Estado acre-
ditante. En cualquier caso, incluso durante su manda-
to, los representantes diplomáticos pueden ser deman-
dados ante los tribunales del Estado acreditante. Como
ha indicado el Sr. Lacleta Muñoz, el fundamento de
las inmunidades diplomáticas es una necesidad funcio-
nal. En el caso de los jefes de Estado, el problema es
todavía más sencillo, ya que sus visitas generalmente
responden a una invitación del Estado huésped y tie-
nen una duración limitada, y están colocados en la ca-
tegoría de personas internacionalmente protegidas. Sin
embargo, un ex soberano o un antiguo jefe de Estado
puede ser demandado ante un tribunal de otro Esta-
do por actos de carácter privado o no oficial realizados
durante el tiempo en que ejercía una función pública.

44. Con referencia a las observaciones del Sr. Jagota
sobre el proyecto de artículo 15, admite que la excep-
ción prevista en el proyecto de artículo tal vez no esté
reconocida umversalmente. En el Reino Unido, la rei-
vindicación de un derecho de propiedad por parte de
un Estado fue aceptada como fundamento de la inmu-
nidad ya en 1924 y en el asunto de los lingotes de oro,

de 1952 19, pero no lo fue en el asunto de la aeronave
de Hong Kong, de 195320.

45. En respuesta a los comentarios del Sr. Mahiou,
desea corroborar el hecho de que el artículo 15 se refie-
re al título de derecho privado según la lex situs y no
a cuestiones de nacionalización o de cesión de Esta-
dos, que las decidiría la CIJ.

46. El orador no tiene ninguna dificultad en aceptar
las mejoras al párrafo 1 del artículo 15 propuestas por
Sir Ian Sinclair (1767.a sesión, párr. 36) y, con rela-
ción al párrafo 2, está de acuerdo con el Sr. Jagota en
que el concepto de inviolabilidad es más amplio que
el de inmunidad. Mientras que la inmunidad es nega-
tiva en el fondo, en cuanto que consiste en el consen-
timiento del Estado a no ejercer la jurisdicción, la in-
violabilidad representa una obligación positiva por par-
te del Estado. Además, la cuestión de la inviolabilidad
no deja de tener consecuencias. Por ejemplo, en Tai-
landia pueden encontrarse muchos ejemplos de emba-
jadas que no son propiedad de un gobierno extranjero,
sino que se alquilan a personas privadas. Si el propie-
tario fallece y sus herederos no desean seguir alquilan-
do los locales, el Ministerio de Relaciones Exteriores
tiene que intervenir en la cuestión. Sin embargo, in-
cluso si los herederos ganan el caso, no pueden desalo-
jar al personal de la embajada porque no pueden en-
trar en los locales.

47. Con respecto a una observación formulada por el
Sr. Ushakov, el Relator Especial señala que la decisión
del tribunal de distrito de Tokio en el asunto Limbin
Hteik Tin Lat c. Union of Burma no ha sido citada en
su totalidad, porque el texto se reproduce en el volu-
men de la Serie legislativa de las Naciones Unidas que
trata de las inmunidades jurisdiccionales21.

48. Por último, el Relator Especial señala que su im-
presión es que al parecer el proyecto de artículo 15
plantea problemas de redacción más que problemas de
fondo.

49. El PRESIDENTE indica que, de no haber obje-
ciones, considerará que la Comisión está de acuerdo en
remitir los proyectos de artículos 14 y 15 al Comité de
Redacción.

Así queda acordado72.

Se levanta la sesión a las 18 horas.

19 United States of America and Republic of France c. Doll-
fus Mieg et Cie S.A. and Bank of England (The All England
Law Reports, 1952, vol. 1, pág. 572).

20 Civil Air Transport Inc. c. Central Air Transport Corp.
(Reino Unido, The Law Reports, House of Lords, Judicial
Committee of the Privy Council, 1953, pág. 70).

» Véase 1769.a sesión, nota 7.
22 En lo que respecta al proyecto de artículo 14, véase la

decisión del Comité de Redacción, 1805.a sesión, párr. 59 in
fine; en lo que respecta al proyecto de artículo 15, véase el
examen del texto presentado por el Comité de Redacción, ibid.,
párrs. 69 a 74, y 1806." sesión, párrs. 78 a 87.


